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En general puede decirse que, a partir de la decisión de extinguir una entidad pública el proceso de liquidación tiene como fundamento determinar los bienes con que ella cuenta para, con estos, proceder al pago de sus obligaciones según las prelaciones de ley y finalmente desaparecer como sujeto de derechos.

En tales condiciones, bien es claro que la liquidación implica una actuación ejecutiva conjunta a la que pueden y deben concurrir todas las personas que tengan créditos a su favor, incluso si estos aún no se encuentran de plazo vencido o son simples derechos litigiosos, pues se itera, la finalidad del trámite no es otra que repartir todos los activos de la entidad entre los diferentes acreedores de manera equitativa, respetando eso sí, los privilegios de ley. (…)
… a la terminación del plazo de la liquidación, el liquidador podrá celebrar contrato de fiducia mercantil con una entidad fiduciaria por el cual se transferirán los activos de la liquidación con el fin de que dicha fiduciaria los enajene y destine su producto a pagar los pasivos y contingencias de la entidad en liquidación, en la forma que hubiere determinado el liquidador en el contrato respectivo, de conformidad con las reglas de prelación de créditos previstas en la ley, es que cumplido el plazo de la liquidación en el acta final de liquidación por la cual se pone fin a la existencia legal de la entidad y, cuando sea del caso, se indicarán los activos que se transfieren o que se encuentran en el patrimonio autónomo, así como los pasivos que se pagarán con cargo a él, y las obligaciones que asuman otras entidades. (…)

Los procesos ejecutivos tienen como finalidad cobrar coercitivamente, con la aprehensión y remate de los bienes del deudor, una obligación clara, expresa y actualmente exigible en favor del acreedor.

Ahora bien, si precisamente al iniciarse el trámite de la liquidación de una entidad pública, entre los primeros actos a realizar por el liquidador se encuentran los de i- solicitar a los jueces de la república que remitan al trámite liquidatorio los ejecutivos que actualmente adelantan contra dicha entidad y ii- convocar a todas las personas que tengan créditos a su favor para que los presenten en la liquidación; resulta palmario que ello se debe a la necesidad de repartir, de manera proporcional, legal y definitiva, la totalidad de los bienes que la entidad en liquidación posee. (…)
En consecuencia, por regla general todos los créditos, incluso los litigiosos, deben estar incluidos en la graduación de créditos que haya determinado el liquidador; no obstante lo cual, debe tenerse en cuenta que, frente a las obligaciones de la fiduciaria, el contrato de fiducia establece en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima, concerniente a la defensa del Instituto de Seguros Sociales en liquidación en los procesos judiciales que se hayan iniciado con anterioridad al cierre del proceso liquidatorio y la extinción jurídica de la entidad, que la Fiduciaria debe efectuar el pago de las condenas laborales a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad. (…)
En la sentencia de tutela STL 54418 de 15 de febrero de 2019 la Sala de Casación Laboral, sobre este punto señaló:

“… De suerte que, con posterioridad a la extinción definitiva de la persona jurídica del ISS, surgida con ocasión del último decreto mencionado, el Consejo de Estado… le ordenó al Gobierno Nacional que “dis[pusiera] sobre la subrogación de las obligaciones del ISS liquidado, en materia de condena de sentencias contractuales y extracontractuales…”.

“En atención a dicha orden, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 541 de 2016, modificado posteriormente por el Decreto 1051 del mimo año, en el que dispuso: 

"ARTÍCULO 1… Será competencia del Ministerio de Ia Salud y Protección Social asumir el pago de las sentencias judiciales derivadas de las obligaciones contractuales y extra contractuales a cargo del Instituto de Seguros Sociales Liquidado".
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

… examinado en su integridad el Estatuto de Supresión y Liquidación de entidades públicas y sus decretos reglamentarios, se puede concluir sin dificultad que no existe un solo precepto legal del que pueda inferirse que los acreedores que no lograron satisfacer sus créditos con los recursos de la masa de activos de la entidad pública liquidada, una vez que finaliza el proceso concursal, pierden el derecho a reclamar su pago al tesoro público, como quiera que en últimas el deudor es el Estado, el cual por definición no puede insolventarse.  

Ahora, es claro que por imperio de la ley (Decreto 254 de 2002), en virtud de la apertura del proceso de liquidación de la entidad pública, la competencia de la jurisdicción laboral se ve temporalmente desplazada con la finalidad de que los distintos procesos ejecutivos laborales en los que la entidad pública suprimida es ejecutada, se acumulen al respectivo trámite concursal. Empero, que la liquidación tenga fuero de atracción sobre todos los procesos ejecutivos de cualquier naturaleza, no puede interpretarse en el sentido de que una vez que finaliza aquel proceso liquidatorio y se hace efectiva la extinción jurídica de la entidad pública, se cierra para el acreedor la oportunidad de reclamar el pasivo laboral que conste en sentencia judicial en firme, pues tal y como viene de decirse, la carga del pasivo laboral se traslada en estos precisos casos al PAR y al Estado, en caso de que la obligación no haya sido satisfecha al interior del trámite concursal.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, doce de junio de dos mil diecinueve
Acta número ___ de 12 de junio de 2019
En la fecha, procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por el señor Mauricio Sierra Marin contra el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 22 de enero de 2019, que declaró la nulidad de todo lo actuado en el proceso ejecutivo que le sigue al Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS PAR ISS y otros en ese Despacho Judicial, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-005-2013-00448-03.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

El señor Mauricio Sierra Marín, luego de obtener decisión favorable a sus intereses, consistente en la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo entre ella y el Instituto de Seguros Sociales en liquidación y la orden a éste de pagar a su favor la suma de $17.139.442 por concepto de prestaciones sociales, así como un monto diario igual a $43.123 exigibles desde el 1º de junio de 2013 hasta que se haga efectivo el pago de la obligación, solicitó a continuación del proceso ordinario laboral la ejecución de la citada providencia.

Mediante el auto que libró mandamiento de pago de fecha 9 de marzo de 2017 –fl 275 a 276 vto- se ordenó la notificación personal de la parte ejecutada, diligencia que se surtió debidamente, procediendo las entidades que la conforman a proponer excepciones como medio de defensa, las cuales fueron declaradas no probadas en la audiencia que tuvo lugar el 13 de diciembre de 2017.
Una vez presentada la liquidación del crédito por parte de la ejecutante y aprobado éste, el juzgado de conocimiento, en auto de fecha 22 de enero de 2019 procedió a decretar la nulidad del trámite, al advertir la falta de competencia de la jurisdicción laboral para adelantar procesos ejecutivos en contra del Patrimonio Autónomo de Remanentes del PAR ISS, de conformidad con lo establecido por esta Sala de Decisión en providencia de fecha 12 de diciembre de 2018, dentro del proceso ejecutivo adelantado por Luz Elena Muñoz Villegas contra esta mismo Patrimonio Autónomo.

Inconforme con lo decidido, la parte ejecutante recurrió la decisión señalando que al encontrarse en firme el auto que aprobó la liquidación del crédito, la funcionaria de la causa no podía apartarse de su conocimiento y menos traer a colación un precedente que no era aplicable al caso controvertido.

Sostiene que esta decisión atenta contra la seguridad jurídica, el debido proceso, el acceso a la administración de justicia, buena fe, confianza legítima, seguridad jurídica y cosa juzgada, eso sin contar con el hecho de que el Despacho permitió la actuación de las partes por espacio de año y medio y la ejecutada tuvo la oportunidad de cancelar lo adeudado y no ahora, so pretexto de una nulidad se desconozca la obligación en cabeza de la ejecutada, cuando el trámite ejecutivo se encontraba a la espera, únicamente del pago de la obligación.

Insiste en la procedencia de la acción ejecutiva para hacer efectiva la obligación a cargo del PAR ISS, contenida en una sentencia judicial, que es precisamente el título cuya satisfacción se busca por esta vía, posición que se apoya en el Salvamento de Voto anunciado en la decisión que sirvió de antecedente para que la  a quo soportara su decisión y en la jurisprudencia constitucional y nacional respecto al principio de la perpetuatio jurisdictionis y los modos de sanear nulidades.

Al resolver el recurso de reposición, la funcionaria de la causa no modificó su posición, procediendo a conceder el recurso de apelación, respecto al cual procede la Sala a pronunciarse, previas las siguientes
CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Son competentes los jueces laborales para adelantar ejecuciones por condenas proferidas en procesos laborales contra el ISS a pesar de haber sido ya dispuesta su liquidación definitiva?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

LIQUIDACIÓN DE ENTIDADES PÚBLICAS

En general puede decirse que, a partir de la decisión de extinguir una entidad pública el proceso de liquidación tiene como fundamento determinar los bienes con que ella cuenta para, con estos, proceder al pago de sus obligaciones según las prelaciones de ley y finalmente desaparecer como sujeto de derechos.
En tales condiciones, bien es claro que la liquidación implica una actuación ejecutiva conjunta a la que pueden y deben concurrir todas las personas que tengan créditos a su favor, incluso si estos aún no se encuentran de plazo vencido o son simples derechos litigiosos, pues se itera, la finalidad del trámite no es otra que repartir todos los activos de la entidad entre los diferentes acreedores de manera equitativa, respetando eso sí, los privilegios de ley.

En este sentido se pronunció la Corte Constitucional en la sentencia C-291 de 2002 en el siguiente sentido:
“7. Como bien lo señalan al unísono los intervinientes, la disolución de cualquier persona jurídica da lugar a su subsiguiente liquidación, proceso que tiene un carácter universal que se deriva de la circunstancia de que el patrimonio mismo es una universalidad jurídica, en la cual el activo responde por el pasivo. Esta característica exige que sean llamados todos los acreedores, incluso aquellos respecto de los cuales la deuda no es aun exigible, y que se conforme la masa de bienes a liquidar, activo con el cual se atenderá el pasivo patrimonial. Ahora bien, el proceso liquidatorio regulado por el Decreto 254 de 2000 se reviste de las mismas características de universalidad que están presentes a la hora de la liquidación de cualquier persona jurídica, y cumple con los mismos principios que dominan los procesos concursales. Estos principios, acorde con el espíritu del constituyente, persiguen dar a todos los acreedores el mismo tratamiento, salvo las preferencias que se señalan en la ley.
 
El legislador no consideró que el haber iniciado el proceso ejecutivo y el haber logrado el decreto de embargo de un bien específico perteneciente a la persona jurídica disuelta, fuera razón suficiente para conceder un privilegio en el pago al acreedor respectivo, ni para excluir de la masa de la liquidación el bien previamente embargado. Razones que justamente tocan con la necesidad de no establecer privilegios injustificados, y de hacer efectivo el principio “par conditio creditorum” que busca hacer efectiva la igualdad entre acreedores en los procesos liquidatorios, lo llevaron a la conclusión contraria: que el sólo hecho del embargo ya decretado no podía constituirse en fundamento constitucional suficiente para otorgar el privilegio mencionado. De lo contrario, la circunstancia de haber logrado primero la medida cautelar sería argumento para hacer prevalecer un crédito sin ninguna consideración distinta, como las relativas a la situación de debilidad del acreedor, a la presencia de intereses públicos en la satisfacción de los créditos, o simplemente a la existencia de garantías especiales constitutivas de derechos adquiridos, que son razones, estas sí de rango constitucional, para conceder privilegios, que son tenidas en cuenta por el ordenamiento.
 
De lo anterior se desprende que al contrario de lo que afirma el demandante, la cancelación de los embargos practicados dentro de procesos ejecutivos que están en curso al momento del decreto de disolución o supresión de una entidad pública, no desconoce el derecho de igualdad de los correspondientes ejecutantes, sino que más bien garantiza este derecho no sólo en cabeza suya sino también en la de todos los demás que ahora son llamados a concurrir al proceso liquidatorio. La medida reprochada busca específicamente no permitir un privilegio que carecería de un fundamento constitucional adecuado, en cuanto tomaría pie en la única consideración de haber logrado primero el decreto de la medida cautelar, para en cambio respetar la prelación de créditos sentada de manera especial por el legislador con miras a la efectividad de objetivos superiores ciertos.
NORMAS QUE GOBERNARON EL TRÁMITE DE LA LIQUIDACIÓN DEL ISS

El régimen de liquidación del ISS es el determinado en el decreto 2013 de 2012, que en sus artículos 1 y 18 hace remisión expresa al decreto 254 de 2000 modificado por la Ley 1105 de 2006 y este a su vez remite al decreto 663 de 1993 (Estatuto Orgánico del Sistema Financiero) modificado por la ley 590 de 1999 y el decreto 2555 de 2010.
Estrictamente en lo pertinente estas normas consagran aspectos como:
1- Que la expedición del acto de liquidación conlleva la cancelación de los embargos decretados con anterioridad a la vigencia del decreto que ordena la disolución y liquidación de la entidad y que afecten bienes de la misma, con la finalidad de integrar la masa de la liquidación, por lo que es función del liquidador  dar aviso a los jueces de la República del inicio del proceso de liquidación, con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, advirtiendo que deben acumularse al proceso de liquidación y que no se podrá continuar ninguna otra clase de proceso contra la entidad sin que se notifique personalmente al liquidador. Arts. 2 y 6 D.L. 254 de 2000 y 7º del decreto 2013 de 2012
2- Que los actos del liquidador relativos a la aceptación, rechazo, prelación o calificación de créditos y en general, los que por su naturaleza constituyan ejercicio de funciones administrativas, constituyen actos administrativos y serán objeto de control por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Los actos administrativos del liquidador gozan de presunción de legalidad y su impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo no suspenderá en ningún caso el procedimiento de liquidación. Art. 7 D.L. 254 de 2000 y 8 del decreto 2013 de 2012
3- Que al liquidador le corresponde hacer un inventario de activos, pasivos y contingencias de la entidad incluyendo los procesos o actuaciones administrativas que se adelanten y la estimación de su valor.  El inventario del pasivo en especial deberá contener una relación cronológica pormenorizada de todas las obligaciones a cargo de la entidad, incluyendo las obligaciones a término y aquellas que sólo representan una contingencia para ella, entre otras, las condicionales, los litigios y las garantías. Arts. 18 y 22 D.L. 254 de 2000, art. 7 y 14 decreto 2013 de 2012
Para dar cumplimiento a lo anterior se emplazará a quienes tengan reclamaciones de cualquier índole contra la entidad en liquidación fijando término para presentar todas las reclamaciones, y con la advertencia de que una vez vencido este, el liquidador no tendrá facultad para aceptar ninguna reclamación. Art. 23 D.L. 254 de 2000.

El término para presentar todas las reclamaciones se guía por el estatuto financiero que dispone en el Artículo 9.1.3.2.2 que no podrá ser superior a un (1) mes contado a partir de la fecha de publicación del último aviso de emplazamiento, y vencido este el expediente se mantendrá en la oficina principal de la entidad en liquidación en traslado común a todos los interesados por un término de cinco (5) días hábiles, durante el que cualquiera de los interesados podrá objetar las reclamaciones presentadas, acompañando las pruebas que tuviere en su poder. 

Dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes al vencimiento del término para presentar reclamaciones, el liquidador decidirá sobre las reclamaciones presentadas oportunamente mediante resolución motivada o mediante actos administrativos independientes en los que además de resolver las objeciones presentadas se reseñarán, entre otras cosas, las reclamaciones oportunamente presentadas, aceptadas y rechazadas contra la masa de la liquidación, señalando la naturaleza de las mismas, su cuantía y la prelación para el pago y las preferencias que la ley establece, de conformidad con el numeral 1 del artículo 300 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, las reglas generales del Código Civil y demás disposiciones legales aplicables. 
Contra la resolución que determina las sumas y bienes excluidos de la masa y los créditos a cargo de la masa de la institución financiera en liquidación, procederá el recurso de reposición, el cual deberá presentarse ante el liquidador acreditando la calidad en que se actúa, dentro de los cinco (5) días siguientes a la desfíjación del edicto por medio del cual se notifique dicha resolución y con el lleno de los requisitos señalados en el artículo 52 del Código Contencioso Administrativo. Artículo 9.1.3.2.6 
 

Además, debe, el liquidador, dentro de los tres (3) meses después de su posesión, realizar y remitir al Ministerio del Interior y de Justicia un inventario de todos los procesos judiciales y demás reclamaciones en las cuales sea parte la entidad y entregar al Ministerio de Justicia y del Derecho un informe mensual sobre el estado de los procesos y reclamaciones Arts. 25 y 26 D.L. 254 de 2000, 13 y 35 del decreto 2013 de 2012.
4- Respecto al pago de las obligaciones a cargo de la entidad, se determina que corresponde al liquidador cancelarlas con cargo de la masa de la liquidación, previa disponibilidad presupuestal y con el fin de realizar su liquidación progresiva, partiendo de la base de que toda obligación a cargo de la entidad en liquidación deberá estar debidamente comprobada y relacionada en el inventario de pasivos, siendo cancelada con respeto de la prelación de créditos establecida en las normas legales, teniendo en cuenta que el pago de las obligaciones condicionales o litigiosas se efectuará solamente cuando éstas se hicieren exigibles, y que en todo caso, para su cancelación se tendrá en cuenta la caducidad y la prescripción de las obligaciones, contenidas en las normas legales vigentes. Art. 32 D.L. 254 de 2000.
Sobre el tema de los pagos de las obligaciones laborales preciso resulta tener presente que en caso de que los recursos de la liquidación de un establecimiento público o de una empresa industrial y comercial del Estado del orden nacional no societaria sean insuficientes, esas obligaciones estarán a cargo de la Nación o de la entidad pública del orden nacional que se designe en el decreto que ordene la supresión y liquidación de la entidad, quien solo las asumirá  una vez se hayan agotado los activos o se haya establecido que no es posible la realización de los mismos.

5- Los créditos oportunamente reclamados y aceptados serán cubiertos de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, de manera proporcional al de los demás reclamantes aceptados, con respeto de la prelación de créditos y de no presentarse los titulares a recibir el pago dentro del periodo señalado para el efecto, el liquidador constituirá por el término de tres (3) meses, en espera de que aquellos se presenten, una provisión representada en activos de alta seguridad, rentabilidad y liquidez. Pero, vencido el término de los 3 meses sin que se reclame el pago los remanentes se destinarán al pago del pasivo cierto no reclamado o a la constitución de la provisión para atender procesos en curso, según el caso.
Lo anterior pone en evidencia que las obligaciones por los procesos que se encuentren en curso en el trámite de la liquidación, no son pagadas de manera concomitante a los créditos oportunamente presentados y aceptados, sino que su solución solo es posible hacerla una vez sean cancelados aquellos, en los términos que ha quedado dicho.
Es que, preciso es tener claro que los créditos que no alcanzan a ser presentados como tales en el periodo señalado para el efecto, una vez allegados, serán tenidos en cuenta como pasivo cierto no reclamado cuyo cubrimiento solo se hará si, luego de pagados los créditos oportunamente presentados y aceptados subsisten recursos, o si existen dineros o bienes derivados de la provisión a que se refiere el artículo 33 de la ley 254 de 2000. Art. 34 D.L. 254 de 2000.
Con relación al pago de las diferentes obligaciones a cargo de la entidad liquidada resulta del caso transcribir las siguientes reglas del decreto 2555 de 2010:

Artículo 9.1.3.5.3 Condiciones para la realización de los pagos. Las restituciones de sumas excluidas de la masa de la liquidación, los pagos a cargo de la masa de la liquidación y del pasivo cierto no reclamado y el pago de la compensación por la pérdida de poder adquisitivo, se efectuarán en la medida en que las disponibilidades de la intervenida lo permitan y siguiendo estrictamente el orden que se señala en los siguientes artículos del presente capítulo.

Artículo 9.1.3.5.6 Pago de los créditos a cargo de la masa de la liquidación. Una vez restituidas las sumas de dinero excluidas de la masa de la liquidación, en la medida en que las disponibilidades de la intervenida lo permitan y cuantas veces sea necesario el liquidador señalará períodos para realizar el pago parcial o total de los créditos a cargo de la masa de la liquidación, con sujeción a la prelación de pagos establecida.

Artículo 9.1.3.5.7 Pago del pasivo cierto no reclamado. Si después de cancelados los créditos a cargo de la masa de la liquidación subsistieren recursos, se procederá a cancelar el pasivo cierto no reclamado respetando la prelación de créditos prevista en la ley, para lo cual el liquidador señalará un período que no podrá exceder de tres (3) meses.

Artículo 9.1.3.5.10 Reglas para el pago de obligaciones por procesos en curso. Cuando durante el proceso liquidatorio se produzcan sentencias judiciales en contra de la intervenida y las mismas estén en firme, se les dará el siguiente tratamiento para su pago:

 

a) Procesos iniciados antes de la toma de posesión: El liquidador deberá constituir una reserva razonable con las sumas de dinero o bienes que proporcionalmente corresponderían respecto de obligaciones condicionales o litigiosas cuya reclamación se presentó oportunamente pero fueron rechazadas total o parcialmente, teniendo en cuenta los siguientes criterios: La prelación que le correspondería a la respectiva acreencia, en caso de ser fallada en contra de la liquidación y la evaluación sobre la posibilidad de un fallo favorable o adverso.

 

En caso de un fallo favorable para el demandante, este deberá proceder a solicitar la revocatoria de la resolución a que se refiere el artículo 9.1.3.2.4 de este decreto, en la parte correspondiente a su reclamación y en la cuantía en la cual fue rechazada, para proceder a su inclusión entre las aceptadas y a su pago en igualdad de condiciones a los demás reclamantes de la misma naturaleza y condición, sin que en ningún caso se afecten los pagos realizados con anterioridad.

 

Las condenas que correspondan a reclamaciones que no fueron presentadas oportunamente serán pagadas como pasivo cierto no reclamado;

 

b) Procesos iniciados con posterioridad a la toma de posesión: Cuando haya obligaciones condicionales o litigiosas originadas durante el proceso liquidatorio, se hará una reserva adecuada en poder del liquidador para atender dichas obligaciones si llegaren a hacerse exigibles, o mientras termina el juicio respectivo, según el caso. Terminada la liquidación sin que se haya hecho exigible la obligación condicional o litigiosa, la reserva se entregará al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras – FOGAFIN en calidad de mandato, o a una sociedad fiduciaria encargada de su pago.
6- Finalmente, a la terminación del plazo de la liquidación, el liquidador podrá celebrar contrato de fiducia mercantil con una entidad fiduciaria por el cual se transferirán los activos de la liquidación con el fin de que dicha fiduciaria los enajene y destine su producto a pagar los pasivos y contingencias de la entidad en liquidación, en la forma que hubiere determinado el liquidador en el contrato respectivo, de conformidad con las reglas de prelación de créditos previstas en la ley, es que cumplido el plazo de la liquidación en el acta final de liquidación por la cual se pone fin a la existencia legal de la entidad y, cuando sea del caso, se indicarán los activos que se transfieren o que se encuentran en el patrimonio autónomo, así como los pasivos que se pagarán con cargo a él, y las obligaciones que asuman otras entidades.
DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL CONSTITUIDO PARA CONFORMAR EL PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL DESAPARECIDO INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En decisión de fecha 14 de febrero del año que avanza, dentro del proceso adelantado por Isabel Cristina Valencia Henao en contra del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales, la Sala analizó el contrato de Fiducia constituido para conformar el PAR ISS, señalando en esa oportunidad que:

“El Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, en virtud a la norma antes referida, constituyó el contrato de fiducia No 15 de 2015 con la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. –Fiduagraria S.A.-para conformar el Patrimonio Autónomo de Remanentes de esa entidad, cuya finalidad “es la administración y enajenación de los activos que le sean transferidos; la administración, conservación, custodia y transferencia de los archivos; la atención de las obligaciones remanentes y contingentes, así como la atención y gestión de los procesos judiciales, arbitrales o reclamaciones en curso al momento de la terminación del proceso liquidatorio (…)”.

Así mismo al describirse el objeto del contrato de fiducia se establece que el mismo consiste en “la constitución de un patrimonio autónomo de remanentes destinado a (…)  d) atender los procesos judiciales arbitrales y administrativos o de otro tipo en los cuales sea parte, tercero, interviniente o litisconsorte el Instituto de Seguros Sociales en liquidación (…) e) Efectuar el pago de la obligaciones remanentes y contingencias a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación en el momento que se hagan exigibles”.

Frente a las obligaciones de la fiduciaria, el referido acuerdo establece en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima, concerniente a la defensa del Instituto de Seguros Sociales en liquidación en los procesos judiciales que se hayan iniciado con anterioridad al cierre del proceso liquidatorio y la extinción jurídica de la entidad, que la Fiduciaria debe efectuar el pago ´de conformidad con los recursos entregados por la liquidación y con cargo al fondo para la atención de condenas judiciales, las condenas Laborales en contra del Instituto de Seguros Sociales en liquidación, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 19º del Decreto 2013 de 2012, modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014.  El pago de las condenas laborales a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación procederá aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad´”

En este punto es importante recordar que el artículo 3º del Decreto 652 de 2014 dispuso que “El pago de las indemnizaciones, acreencias laborales y gastos propios del proceso Liquidatorio, se hará con cargo a los recursos del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación. En caso en que los recursos de la Entidad en Liquidación no sean suficientes, la Nación atenderá estas obligaciones con cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación”. 
PROCESOS EJECUTIVOS CONTRA EL I.S.S. LIQUIDADO

Los procesos ejecutivos tienen como finalidad cobrar coercitivamente, con la aprehensión y remate de los bienes del deudor, una obligación clara, expresa y actualmente exigible en favor del acreedor.
Ahora bien, si precisamente al iniciarse el trámite de la liquidación de una entidad pública, entre los primeros actos a realizar por el liquidador se encuentran los de i- solicitar a los jueces de la república que remitan al trámite liquidatorio los ejecutivos que actualmente adelantan contra dicha entidad y ii- convocar a todas las personas que tengan créditos a su favor para que los presenten en la liquidación; resulta palmario que ello se debe a la necesidad de repartir, de manera proporcional, legal y definitiva, la totalidad de los bienes que la entidad en liquidación posee. 

De allí que el liquidador, deba hacer un inventario preciso de activos, pasivos y contingencias, a partir del cual, con base en las prelaciones establecidas en la ley, se demarca el orden de pago de todas y cada una de las acreencias oportunamente presentadas, motivo por el que, no cabe duda, constituye un verdadero derecho de las personas que presentaron oportunamente sus créditos, que para el pago de sus créditos, se respete estrictamente lo establecido por aquel.
No se olvide entonces que, para el diseño del cubrimiento de las obligaciones, él –el liquidador- debe respetar las preferencias de ley, pero además, luego de graduar los créditos, debe, -en caso de existir recursos-, hacer una reserva para el pago de las condenas que puedan surgir por procesos judiciales en curso. De manera tal que, estas, las derivadas de actuaciones judiciales en curso, no pueden entrar a hacer parte de la liquidación en el mismo nivel de pagos que las que sirvieron para la graduación inicial de créditos, sino que lo harán en un nivel posterior consistente en una reserva para el pago de condenas judiciales, en la que a la vez, según el art. 9.1.3.5.7 del decreto 2555 de 2010 se deben respetar las prelaciones de ley. Para el efecto, recuérdese que corresponde al liquidador hacer un inventario detallado de los procesos en curso al momento de la liquidación, con determinación aproximada de los montos de las eventuales condenas.

En consecuencia, por regla general todos los créditos, incluso los litigiosos, deben estar incluidos en la graduación de créditos que haya determinado el liquidador; no obstante lo cual, debe tenerse en cuenta que, frente a las obligaciones de la fiduciaria, el contrato de fiducia establece en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima, concerniente a la defensa del Instituto de Seguros Sociales en liquidación en los procesos judiciales que se hayan iniciado con anterioridad al cierre del proceso liquidatorio y la extinción jurídica de la entidad, que la Fiduciaria debe efectuar el pago de las condenas laborales a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad. Situación que implica que quien consiga una sentencia laboral a su favor que no haya sido registrado por el liquidador, debe presentarlo ante el PAR ISS a efectos de que éste, de existir bienes destinados al pago de condenas judiciales, lo tenga en cuenta para el pago, en el orden de los créditos a cubrir por condenas judiciales, con la prelación que le corresponde por ley. De no existir disponibilidad para el pago, el Patrimonio habrá de certificar tal situación para que, de requerirlo, el beneficiario del crédito pueda hacer efectiva la garantía de pago a cargo de la Nación que prevé el artículo 3º del Decreto 652 de 2014,  pero no puede ese sorpresivo acreedor pretender adelantar una ejecución contra el Patrimonio Autónomo al margen del proceso liquidatorio, pues ello se aparta de la lógica que guía esta institución –como ha quedado previamente indicado- toda vez que todos los bienes de la entidad han sido destinados al pago de los acreedores que presentaron sus créditos oportunamente en el orden que dejó establecido el liquidador. Es que de permitirse una ejecución en tales circunstancias se estarían violentando los legítimos derechos de las personas que participaron oportunamente en dicha liquidación.
En consecuencia, corresponde enfatizar: No es posible adelantar procesos ejecutivos al margen del proceso liquidatorio, ni mucho menos afectar con embargos los bienes que fueron destinados por el liquidador al cumplimiento de las acreencias oportunamente graduadas en aquel. Permitirlo sería tanto como desvertebrar la totalidad del trabajo realizado al interior de la liquidación, generando caos y desconocimiento de los legítimos derechos de los acreedores que participaron oportunamente en ella.
JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SOBRE LA IMPOSIBILIDAD DE ADELANTAR EJECUCIONES CONTRA EL PAR CAPRECOM

En sentencias de tutela STL 8189-2018 y STL 14357-2018, que analizaron decisiones tomadas por el Tribunal de Ibagué respecto a mandamientos de pago librados por jueces laborales de ese distrito contra el PAR CAPRECOM en situaciones muy similares a las que se presentan en ejecutivos contra el PAR ISS, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha sentado su criterio consistente en que no tienen competencia los jueces laborales para adelantar esa clase de ejecuciones. En concreto, en la última de las citadas dijo:

“En efecto, el juez colegiado para dirimir el conflicto puesto a su conocimiento, aplicó el criterio sentado por esta Colegiatura en sentencia del 27 de junio hogaño, radicación CSJ STL8189-2018, providencia en la que se analizó concretamente lo relativo a la competencia de los jueces para conocer procesos ejecutivos laborales seguidos en contra del PAR Caprecom. 

      Es así, que en dicha oportunidad se estudió la acción de tutela que interpusiera Fiduciaria La Previsora S.A. como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR Caprecom Liquidado, en contra de la Corporación aquí objetada, trámite con el que se pretendía la declaratoria de nulidad de un auto que libró mandamiento ejecutivo en contra de la organización y en favor de una ex trabajadora de Caprecom EICE, a quien por sentencia judicial, le fue reconocido el derecho al pago de ciertas acreencias laborales, y esta Sala de la Corte, previo el análisis efectuado a los preceptos normativos traídos a colación en esta providencia, concluyó que los jueces no son los llamados a resolver este tipo de controversias, pues éstas, deben  acumularse al proceso de liquidación de la ejecutada, para que sea en ese escenario que se haga efectivo el pago de lo ordenado en las sentencias.
      En ese orden, es clara la posición que tiene la Sala frente al tema objeto de debate, y que será reiterada en esta oportunidad, pues basta con explicar que de un análisis concatenado de los apartes normativos a que se hizo alusión en precedencia, resulta palmario que los jueces laborales carecen de competencia para conocer de procesos ejecutivos en los que se pretende el pago de acreencias laborales a cargo del PAR Caprecom, y que fueran reconocidas en virtud de fallos judiciales, los cuales como ya se dijo, se deben hacer valer mediante la acumulación al proceso de liquidación de la entidad.”

DE LA SUBROGACION DE LAS OBLIGACIONES DEL ISS LIQUIDADO EN MATERIA DE CONDENA DE SENTENCIAS CONTRACTUALES Y EXTRACONTRACTUALES.

En la sentencia de tutela STL 54418 de 15 de febrero de 2019la Sala de Casación Laboral, sobre este punto señaló:

“Sin embargo, el proceso de liquidación de la mencionada entidad finalizó el 31 de marzo de 2015, a través del Decreto 053 del 27 de marzo del mismo año.

De suerte que, con posterioridad a la extinción definitiva de la persona jurídica del ISS, surgida con ocasión del último decreto mencionado, el Consejo de Estado, en el interior de la acción de cumplimiento número 7600123330020150108901, le ordenó al Gobierno Nacional que “dis[pusiera] sobre la subrogación de las obligaciones del ISS liquidado, en materia de condena de sentencias contractuales y extracontractuales, dentro de los dos meses (2) meses siguientes a la ejecutoria de [la] sentencia, teniendo en cuenta la complejidad del tema”.

En atención a dicha orden, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 541 de 2016, modificado posteriormente por el Decreto 1051 del mimo año, en el que dispuso: 

"Artículo 1. De la competencia para el pago de las sentencias derivadas de obligaciones contractuales y extra contractuales. <Artículo modificado por el artículo 1º del Decreto 1051 de 2016. El nuevo texto es el siguiente:> Será competencia del Ministerio de Ia Salud y Protección Social asumir el pago de las sentencias judiciales derivadas de las obligaciones contractuales y extra contractuales a cargo del Instituto de Seguros Sociales Liquidado"

Artículo 2. Recursos para el pago de las sentencias condenatorias. Las sentencias condenatorias derivadas de obligaciones contractuales y extracontractuales a cargo del extinto Instituto de Seguros Sociales que sean susceptibles de pago en los términos del presente decreto, se honrarán con cargo a los activos transferidos por el Liquidador al momento de suscribir el Contrato de Fiducia Mercantil No. 015 de 2015, por medio del cual se constituyó el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, en el que la posición de Fideicomitente fue cedida al Ministerio de Salud y Protección Social, y cuya vocera y administradora es FIDUAGRARIA S.A., o en su defecto por la Nación — Ministerio de Salud y Protección Social (…)”.

EL CASO CONCRETO
Señala la Fiduagraria S.A. que en el proceso de liquidación se dejó establecido que el pago de las acreencias y obligaciones de la entidad se efectuaría de acuerdo con la prelación y clase de crédito reconocido graduado y calificado dentro del mismo. De allí que en la actualidad, en cumplimiento de dicho convenio, se encuentra -de acuerdo con la disponibilidad de los recursos destinados para ello- realizando el pago de las obligaciones que se reclamaron oportunamente, dentro de las cuales no se cuenta el crédito perseguido por el señor Mauricio Sierra Marín, por tanto debe esperar a que se disponga de los recursos para su cancelación, de acuerdo con la prelación y calificación de créditos establecida por el liquidador.

En efecto, como viene de verse en las consideraciones, la sentencia que aquí se pretende ejecutar, debió ser presentada a la Fiduagraria S.A. como Administradora y vocera del PAR I.S.S., a efectos de que, con base en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima del contrato de Fiducia en concordancia con el Artículo 19º del Decreto 2013 de 2012, modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014, proceda a incluir el crédito dentro de las obligaciones a cargo de la entidad liquidada que se debe cubrir con la reserva destinada al cumplimiento de las condenas judiciales. Permitir ejecuciones como esta implicaría desconocer todo el proceso liquidatorio impidiendo su cumplimiento, en la medida en que parte de los bienes asignados al pago de las acreencias oportuna y legalmente reconocidas se desviarían hacia el cumplimiento de una obligación imprevista. 

Bajo tal perspectiva, esta Sala, precisa que: No tienen competencia los jueces laborales para adelantar ejecuciones por condenas judiciales proferidas contra el ISS, toda vez que el cubrimiento de estas, dentro de las posibilidades económicas del PAR I.S.S., debe ser requerido de la FIDUAGRARIA S.A. como su Administradora y vocera y como ente encargado de dar cumplimiento al diseño de pago de créditos elaborado por el liquidador que representa la equitativa distribución de los activos de la entidad entre sus diferentes acreedores. 

Es que como el fallo de segunda instancia se profirió el día 11 de marzo de 2015, quedando en firme el 9 de abril de igual anualidad –fl 254-, data para la cual ya se encontraba liquidado de manera definitiva el Instituto de Seguros Sociales, pues recuérdese que tal decisión se produjo el 31 de marzo de 2015, mediante Decreto 553 del mismo año, claro resulta que no tuvo la oportunidad de presentarse el crédito dentro del periodo establecido en el proceso concursal y por ello, le corresponde pedir su inclusión dentro de la partida para el pago de las condenas judiciales. Ahora bien, no hay noticia dentro del expediente que las obligaciones reclamadas en este proceso fueran relacionadas como crédito o pasivo contingente en virtud a la información que sobre la iniciación del proceso debió presentar el liquidador; no obstante, observa la Sala que el mismo PAR ISS, al momento de dar respuesta a la demanda ejecutiva, señaló que las peticiones que se elevaron en ese sentido fueron rechazadas en consideración a que para el momento de graduación y calificación de créditos no había sentencia definitiva –fl 294-.

Pero, lo cierto es que aun cuando no se haya alcanzado a presentar la sentencia ejecutoriada a favor del señor Mauricio Sierra Marín en la oportunidad prevista en el proceso liquidatorio, ello no es óbice para que, de existir dineros dispuestos para el efecto -vía fondo para la atención de condenas judiciales-, la fiduciaria realice el pago de lo dispuesto en la sentencia y en la medida que lo permita el derecho de las demás personas que se encuentren en su mismo nivel, en virtud a lo dispuesto en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima del contrato de fiducia No 15 de 2015, donde se señala que se encuentra obligada a cancelar las condenas laborales a cargo del ISS en liquidación, “aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.

Finalmente, corresponde resaltar que si realizada la gestión a que se viene haciendo referencia, la Fiduagraria S.A. certifica que el PAR ISS no cuenta con recursos para dar cumplimiento a las condenas laborales que aquí se pretenden ejecutar, ello abrirá las puertas a la interesada para realizar los trámites necesarios en orden a hacer efectiva la garantía de pago a cargo de la Nación prevista en el el artículo 3º del Decreto 652 de 2014.

Como viene de verse habrá de confirmarse la nulidad decretada ante la incompetencia de los jueces laborales para adelantar procesos ejecutivos contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales y el levantamiento de las medidas cautelares practicadas.
No ocurre lo mismo en relación la remisión del expediente a la Fiduagraria S.A., pues como se indicó párrafos atrás de conformidad con los Decretos 541 y 1051 de 2016, el tramite que inicialmente estaba a cargo de ésta para el pago de las condena del ISS liquidado, a partir de la vigencia de estos Decretos le fue asignado al Ministerio de Salud y Protección Social, que por ello resulta ser la entidad ante la cual debe ser remitido el expediente y en ese sentido se modificará el ordinal tercero de la decisión recurrida.
Costas en esta Sede a cargo de la recurrente.

En el anterior orden de ideas, la Sala de decisión Laboral No. 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el ORDINAL TERCERO el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el día 22 de enero de 2019, el cual quedará así:

“TERCERO: ORDENAR al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira que remita el expediente original contentivo de esta ejecución al Ministerio de Salud y Protección Social, para que en desarrollo de sus competencias dé el alcance y la aplicación que corresponda en el caso concreto a lo previsto  en el Decreto 541 de 2016 modificado por el Decreto 1051 de igual año”. 

SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia recurrida.

Costas en esta instancia a cargo de la señora Isabel Cristina Valencia Henao.
Notifíquese y cúmplase, 
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, me permito dejar constancia escrita de las razones jurídicas de mi disenso con la decisión mayoritaria adoptada en este proceso, así:

Sostienen mis compañeros de Sala que la jurisdicción ordinaria, en su especialidad laboral, carece de competencia jurisdiccional para conocer procesos ejecutivos iniciados con posterioridad a la finalización del proceso de liquidación de entidades públicas. En el caso puntual, se indica en la providencia de la que me aparto, citando auto adiado el 12 de diciembre de 2018, que “no es posible adelantar procesos ejecutivos al margen del proceso liquidatorio, ni mucho menos afectar con embargos los bienes que fueron destinados por el liquidador al cumplimiento de acreencias oportunamente graduadas en aquel. Permitirlo sería tanto como desvertebrar la totalidad del trabajo realizado al interior de la liquidación, generando caos y desconocimiento de los legítimos derechos de las acreedores que participaron oportunamente en ella”    
He señalado, ante tal argumento, la necesidad de atender en estos casos al artículo 32 del Decreto 254 de 2000, con arreglo al cual, en el evento en que los recursos de la entidad liquidada sean insuficientes para cubrir su pasivo laboral, el mismo quedará a cargo de la Nación o de la entidad pública del orden nacional que se designe en el decreto de supresión y liquidación de la entidad. De acuerdo a dicha norma, he sostenido infructuosamente que las obligaciones derivadas de la relación laboral con una entidad liquidada no desaparecen ni las sentencias judiciales proferidas por la justicia laboral se tornan inejecutables por la clausura de un proceso de liquidación, sino que estas se radican, primero, en cabeza del patrimonio de activos remanentes de la entidad liquidada, y segundo, de la Nación, quien obra, para estos precisos efectos, como garante general de tales obligaciones.

He expresado igualmente que dicho mandato legal concuerda con lo dispuesto por el artículo 35 de la misma obra legal, que indica que tales obligaciones siguen con cargo al Patrimonio Autónomo creado y a cargo de la Nación, en los siguientes términos: “a la terminación del plazo de la liquidación, el liquidador podrá celebrar contratos de fiducia mercantil con una entidad fiduciaria por el cual se transferirá activos de la liquidación con el fin de que la misma los enajene y destine el producto de dichos bienes a los fines que en el inciso siguiente se indican. La entidad fiduciaria contratista formará con los bienes recibidos de cada entidad en liquidación un patrimonio autónomo. (…) la entidad fiduciaria destinará el producto de los activos que les transfiera el liquidador a pagar los pasivos y contingencias de la entidad en liquidación, en la forma que hubiere determinado el liquidador en el contrato respectivo, de conformidad con las reglas de prelación de créditos previstas en la ley. (...). Si al terminar la liquidación existieren procesos pendientes contra la entidad, las contingencias respectivas se atenderán con cargo al patrimonio autónomo al que se refiere el presente artículo o a falta de este, el que se constituya para el efecto. Lo anterior sin perjuicio de los casos en que la Nación u otra entidad asuman dichos pasivos, de conformidad con la ley” –negrillas y subrayas fuera del original-”.  

También he advertido que esta norma se replica inalterada en el Decreto 2013 de 2012, por medio del cual se ordenó la supresión y liquidación del ISS, que a la altura del artículo 19, establece con meridiana precisión que la atención de las obligaciones laborales pendientes estará a cargo del ISS en liquidación y que, si dichos recursos no son suficientes, le corresponderá a la Nación su cubrimiento, con cargo a los recursos del Presupuesto General.

Un tercer pilar normativo en apoyo de la tesis antes esbozada lo constituye el mismo Decreto de clausura del proceso de liquidación del ISS (Decreto 553 de 2015), en el cual se establece que el Estado está en el deber de hacer las operaciones presupuestarias necesarias para el cumplimiento de las obligaciones que queden pendientes al cierre de la liquidación (Art. 6).

Cabe agregar que, dando alcance al parágrafo 1º del artículo 52 de la Ley 489 de 1998
 el Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta-, mediante sentencia del 15 de diciembre de 2015, dentro de la acción de cumplimiento No. 76001-23-33-000-2015-01089-01 , dispuso: "ORDENAR al Gobierno Nacional (...) que se disponga sobre la subrogación de las obligaciones del ISS liquidado, en materia de condena de sentencias contractuales y extracontractuales, dentro de los dos (2) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia, teniendo en cuenta la complejidad del tema , y que, en acatamiento de dicha decisión judicial, el Presidente de la República expidió el Decreto 541 del 6 de abril de 2016, en virtud del cual se estableció que “será competencia del Ministerio de la Salud y Protección Social asumir el pago de las sentencias judiciales derivadas de las obligaciones contractuales y extra contractuales a cargo del Instituto de Seguros Sociales Liquidado”.
Pues bien, examinado en su integridad el Estatuto de Supresión y Liquidación de entidades públicas y sus decretos reglamentarios, se puede concluir sin dificultad que no existe un solo precepto legal del que pueda inferirse que los acreedores que no lograron satisfacer sus créditos con los recursos de la masa de activos de la entidad pública liquidada, una vez que finaliza el proceso concursal, pierden el derecho a reclamar su pago al tesoro público, como quiera que en últimas el deudor es el Estado, el cual por definición no puede insolventarse.  

Ahora, es claro que por imperio de la ley (Decreto 254 de 2002), en virtud de la apertura del proceso de liquidación de la entidad pública, la competencia de la jurisdicción laboral se ve temporalmente desplazada con la finalidad de que los distintos procesos ejecutivos laborales en los que la entidad pública suprimida es ejecutada, se acumulen al respectivo trámite concursal. Empero, que la liquidación tenga fuero de atracción sobre todos los procesos ejecutivos de cualquier naturaleza, no puede interpretarse en el sentido de que una vez que finaliza aquel proceso liquidatorio y se hace efectiva la extinción jurídica de la entidad pública, se cierra para el acreedor la oportunidad de reclamar el pasivo laboral que conste en sentencia judicial en firme, pues tal y como viene de decirse, la carga del pasivo laboral se traslada en estos precisos casos al PAR y al Estado, en caso de que la obligación no haya sido satisfecha al interior del trámite concursal.
De estos múltiples textos normativos, aplicables al presente caso, es fácil colegir que las obligaciones laborales que estuvieren a cargo del Instituto de Seguros Sociales no fenecieron, se itera, con su liquidación, sino que sobrevivieron a la misma y si allí no encontraron solución, es posible pedir la ejecución con cargo a los recursos del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales Liquidado, representado por su vocero Fiduagraria S.A. y con cargo a la Nación, representado para este caso en el Ministerio de Salud y Protección Social, al cual se encontraba adscrito el mismo, conforme las voces del  Decreto Ley 4107 de 2011, sin que sea necesario acudir a otra vía judicial a impugnar los actos del liquidador. 

Y vale la pena indicar que no hay otra vía más que la de un proceso ejecutivo laboral dirigido contra el patrimonio autónomo de remanentes y contra la Nación, para pedir la ejecución de esas obligaciones, la cual, en este caso, se sustenta en un título de recaudo constituido por un fallo judicial debidamente ejecutoriado, situación que encuadra perfectamente en el canon 100 del Compendio Instrumental Laboral y de la Seguridad Social.


Es por lo anterior que me aparto de la decisión mayoritaria adoptada en este caso, pues considero que la jurisdicción laboral es competente para adelantar procesos ejecutivos iniciados con posterioridad a la finalización del proceso concursal de liquidación de una entidad pública, como en este caso el ISS, pues el inicio y finalización de dicho proceso no es un patente de corso para desconocer derechos laborales ciertos e irrenunciables, y negar la competencia en estos casos configura una inaceptable denegación de justicia que no se compadece con los principios constitucionales emanados de la naturaleza social del Estado colombiano.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

� Que dispone que “el acto que ordene la supresión, disolución y liquidación de entidades u organismos administrativos nacionales, debe contener, entre otros, la subrogación de obligaciones y derechos de los organismos o entidades suprimidas o disueltas”)
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